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LOS ACUERDOS ESPECIALES O HUMANITARIOS EN COLOMBIA


 


[1]En este país se presenta una particular discusión sobre aspectos relativos a los acuerdos humanitarios, referentes a discusiones conceptuales y jurídicas, contextos reales de aplicación, contenidos, elementos procedimentales, mecanismos de veeduría, sentido político y valoración de las experiencias y propuestas existentes al respecto. 


Por su origen y realidad los acuerdos humanitarios, entendidos como los convenios entre las partes enfrentadas en la guerra para avanzar en compromisos de regulación de las hostilidades, son un producto derivado de las costumbres de las guerras, antes que una invención doctrinaria o una complicada o casi inapelable figura jurídica. 


"Los acuerdos humanitarios nos remiten a la historia de las guerras y las distintas formas como, en muchas partes del mundo y en diferentes épocas, se ha puesto fin a los conflictos armados o se los ha suspendido. Las declaraciones de zonas neutrales, las decisiones de aplicar reglas de combate que vayan más allá del derecho vigente, los canjes de prisioneros heridos y de rehenes han sido precisamente el resultado de acuerdos humanitarios, realizados entre las partes comprometidas en las hostilidades militares." [3]


En medio del debate sobre el tema existe consenso claro en que el propósito de los acuerdos de regulación, o especiales, como los denomina el Artículo Tercero común a los Convenios de Ginebra, o humanitarios como se ha impuesto en nuestro medio, tienen como finalidad vigorizar la aplicación de las normas humanitarias, cumplirlas, hacerlas cumplir y facilitar su realización. 


"Siendo coherentes con el objetivo del DIH y sus ámbitos temporales, materiales y personales de aplicación, un acuerdo entre las partes enfrentadas en un conflicto armado tiene por finalidad regular el conflicto armado, es decir establecer compromisos para cumplir, hacer cumplir y facilitar el cumplimiento de las reglas que protegen al ser humano y a cierta categoría de bienes en situaciones de guerra." [4]


Es usual el empleo con igual sentido de los términos humanización o regularización para referirse a la aplicación del DIH en la guerra, aunque se ha popularizado más el primero en nuestro medio y quizás sea preferible el segundo, dado el debate que algunas opiniones presentan por considerar contradictorio hablar de una "guerra humanizada". Sin pretender abordar esta discusión del orden filosófico, vale afirmar que la guerra ha sido una constante en la historia, en todas las épocas y para todas las civilizaciones y que aún se presenta en las actuales circunstancias. Este hecho es reconocido por el derecho internacional y por la Carta de las Naciones Unidas, a pesar de que la humanidad aspire a superar el recurso de la guerra y en general del uso de la violencia entre los seres humanos, tema que en la actualidad cobra fuerza, a tono precisamente con los esfuerzos por lograr la resolución por métodos pacíficos de los conflictos a todo nivel, de forma que reaparece como asunto prioritario el anhelo de la recuperación de la paz tanto a nivel interno como en el concierto internacional. 


Quizás lo adecuado es implementar la utilización del concepto regulación de la guerra, por ser más preciso que el de regularización, en tanto tratándose en el caso colombiano de una guerra irregular y siendo además la gran mayoría de las guerras desarrolladas durante las últimas décadas precisamente irregulares, de carácter guerrillero, no se buscaría con el concepto referido cambiar la naturaleza de la actuación militar irregular, de su concepción estratégica, táctica y operacional, sino implementar los principios y las normas humanitarias, de manera que se regule su conducción, se proscriban determinadas conductas y se limiten sus métodos y sus medios de combate, pero no bajo propósitos militares sino exclusivamente en beneficio de la protección de los terceros ajenos a la confrontación.[5] 


El carácter especial de estos acuerdos se explica por la opción que abre el DIH para que las Altas Partes Contratantes concierten entre ellas, pero también con partes en conflicto que no tienen reconocimiento de sujeto en derecho internacional público pero sí reconocimiento de parte en derecho internacional humanitario, con el propósito de beneficiar las personas y los bienes protegidos por esta normatividad. 


La particularidad de la aplicación de acuerdos humanitarios para casos como el nuestro, de conflicto armado no internacional, consiste en que tales acuerdos o convenios obligan a la Alta Parte Contratante (el Estado), y a una parte no signataria (los grupos armados organizados), en calidad de partes enfrentadas en las hostilidades, a refrendar su mutua voluntad de aplicar los principios y las normas humanitarias, con posibilidad de especificar obligaciones, formas y mecanismos para la concreción y el control del su cumplimiento, apoyo de terceros y garantías de favorabilidad para las personas protegidas, las cuales pueden desarrollar y superar los estándares mínimos de protección internacionalmente establecidos. 


Estos acuerdos son de mutuo compromiso pero regidos por el principio de no reciprocidad, de tal manera que se establecen obligaciones a cumplir por las partes, pero no a favor propio sino de terceros, es decir de la población civil, los combatientes puestos fuera de combate, el personal especialmente protegido, los bienes civiles y los lugares e instalaciones que gozan de protección particular, todos en correspondencia con las normas definidas por el DIH y admitiendo solamente posibilidades de extender tales estándares de protección. 


En consecuencia, las obligaciones para cada una de las partes son incondicionales, no se pueden desconocer ni menoscabar puesto que se trata de las mínimas protecciones humanitarias establecidas. Mantiene plena vigencia en todo tiempo y en toda circunstancia la exigencia integral del respeto al DIH y sus instrumentos, por lo cual el lugar relativo, subsidiario y sólo eventual de los acuerdos especiales o humanitarios conlleva a delimitar sus propósitos en términos de facilitación e instrumentación de las protecciones, precisamente por vía de lo acordado. Y la interpretación y la particularización asumidas en determinada situación concreta para conseguir su efectiva aplicación, no pueden distorsionar, limitar, suspender o derogar las demandas humanitarias obligatorias e ineludibles de cumplir para las partes, dado su carácter (ius cogens) de derecho imperativo. 


Mucho se insiste en que lo fundamental es el cumplimiento unilateral, asumido autónomamente por cada parte, de forma que los acuerdos especiales, considerados en varias normas de los Convenios de Ginebra, son apenas una posibilidad complementaria, una opción que puede ser válida y particularmente útil en determinadas circunstancias, pero no una obligación ni un componente necesario o indispensable, sino conveniente si las condiciones permiten que coadyuve al propósito de la regulación de los conflictos armados. 


Cosa distinta es reconocer a la vez que con frecuencia se presentan de hecho este tipo de acuerdos y que son por lo regular un recurso conveniente; su origen precisamente está en los usos y costumbres de la guerra y resultan por tanto algo propio de la estructuración y la aplicación del DIH en muy diversos contextos. Así podemos reconocer que también en Colombia se cuenta con tradición histórica al respecto, con experiencias recientes referidas a nuestro conflicto y con la posibilidad de incorporar sus beneficios positivos, en el sentido de que las acciones convenidas y las prácticas derivadas de tales acuerdos contribuya efectivamente a la causa humanitaria. 


La Corte Constitucional explica que estos acuerdos no son tratados en derecho internacional público pero sí convenios factibles de establecerse entre sujetos de derecho internacional humanitario, posibilidad jurídica que no altera la validez preexistente de las normas humanitarias, sino que por el contrario tiene como fin vigorizar sus aplicaciones. 


"La vigencia práctica y efectiva del derecho internacional humanitario depende, en gran medida, de que exista una voluntad y un compromiso real de las partes por respetarlo." 


"Parece deseable políticamente que existan esos compromisos recíprocos, ya que de esa manera se asegura una mayor aplicación progresiva de las normas humanitarias del Protocolo II. En tal contexto, la realización de los acuerdos especiales puede fortalecer esos compromisos entre las partes y favorecer la puesta en marcha de mecanismos de verificación, que logren en la práctica, un creciente cumplimiento de las obligaciones humanitarias por las partes enfrentadas."[6]





FUNDAMENTO ETICO, CARACTER POLITICO Y EXIGENCIAS JURIDICAS 





En discusiones presentadas durante los últimos años en nuestro país encontramos que con frecuencia se tienden a contraponer los aspectos políticos y jurídicos de los acuerdos especiales o se desestiman los fundamentos éticos que están en su base. Así se plantea la separación absoluta desconociendo el tipo de relación integral existente entre tales elementos. De esta forma se pueden derivar conceptos que pretenden una connotación puramente jurídica, o un reconocimiento ético que prescinda del reconocimiento del carácter político del proceso, o la versión que desde el sectarismo político desconoce su nexo con las aportaciones universales del humanismo, o las combinaciones esquemáticas que no responden a la vida real, como por ejemplo hablar de los acuerdos especiales como eventos de naturaleza jurídica y "residualmente políticos", etc. 


En principio hay que aclarar que en materia humanitaria deben prevalecer las razones humanitarias sobre todas las demás consideraciones, puesto que no tendrían sentido de aplicación ni posibilidades de desarrollo los demás elementos, si no es sobre la base de atender al presupuesto mínimo de respeto a la vida y a la dignidad de las personas aún en las circunstancias de la guerra, reconociendo que tal contenido en circunstancias tan extraordinarias y extremas, conlleva a la innegable prioridad de las razones de humanidad frente al cálculo político, o a la normativa jurídica en todo caso eventual, o a la disputa de intereses en juego, o al mismo logro de determinada ventaja militar.


Precisamente el derecho humanitario, como muchos lo explican, más que un asunto propiamente jurídico constituye un código ético para preservar, en las circunstancias excepcionales de la guerra, la protección de un mínimo de derechos fundamentales, en beneficio de la población civil, de los combatientes puestos fuera de combate, de los bienes civiles y del personal sanitario, religioso y propiamente humanitario, incluso del que está vinculado a las partes contendientes. Por tanto, su punto de partida no es en esencia la norma como tal sino el principio que la inspira: trato humano, distinción entre combatientes y no combatientes, limitación de los métodos y los medios de combate, proporcionalidad y no reciprocidad. 


El presupuesto ético implica razones de principio referidas al trato humano, a límites infranqueables frente a la barbarie, razones que exigen obrar con dignidad frente a los contendientes y con respeto ante la población. La Propuesta Humanitaria presentada por la Cruz Roja Colombiana[7], en 1992, por un acuerdo humanitario, esta construida sobre este tipo de argumento y a partir de allí no desconoce otro tipo de elementos y circunstancias que los propician, sino ubica como su elemento esencial el mutuo reconocimiento del contenido ético implicado. 


La relación entre los elementos políticos y jurídicos de los acuerdos especiales para la regulación de la guerra sólo puede entenderse en una perspectiva histórica y política, en el contexto de una realidad concreta, del tipo de guerra, bajo unas condiciones y unos términos específicos que permitan valorarlos y entender sus posibilidades. A partir de estas circunstancias las partes se pueden apoyar en elementos teóricos y jurídicos para suscribirlos, pero sin duda las preocupaciones centrales no son de orden teórico y jurídico sino esencialmente del orden político, derivada de los asuntos políticos y militares en disputa. 


Y a la vez, es dentro de un este contexto determinado, histórico, político y jurídico, en el cual cobran sentido e importancia las consideraciones éticas, del honor militar, de la legitimidad de las actuaciones, de la moral de combate, de la disciplina de la tropa, del carácter de las órdenes militares, del tipo de reglamentos establecidos y de la revisión de los operativos, campañas y de las estrategias de actuación política y militar emprendidas en una perspectiva humanitaria. 


Desde luego que en materia jurídica los Estados Parte en ejercicio de su soberanía y como sujetos de derecho público internacional gozan de reconocimiento, pero a la vez tienen las responsabilidades, obligaciones y exigencias fundamentales tanto en el contexto nacional como internacional. Mientras por su parte, los grupos armados irregulares participantes en la guerra, cuentan sólo con tal tipo reconocimiento, lo cual de hecho les otorga menores posibilidades, pero los vincula en cuanto sujetos de reconocimiento y obligación como parte contendiente a la luz de los convenios en el tema humanitario.


Con estos presupuestos, el hecho práctico de conseguir concertar un acuerdo de regulación es un evento de carácter político, el cual responde a la posibilidad de lograr consensos que expresan la voluntad, la decisión y el compromiso de las partes con determinadas formas de actuación y con procedimientos para aplicar las demandas humanitarias. A la vez, tales acuerdos deben responder a las demandas del derecho internacional humanitario. Por tanto, también confluye el elemento de naturaleza jurídica, expresamente reconocido, el cual demanda obligaciones que las partes deberán adoptar de manera precisa. Por tanto, las partes requieren asesoría y acompañamiento calificado, para sortear con acierto las exigencias jurídicas que inspiran, rigen y hacen posible la concreción de este tipo de acuerdos. 


No hay contradicción en que estos acuerdos sean resultado de un proceso político práctico y que simultáneamente obedezcan a los parámetros y demandas establecidas por el derecho internacional, si se entiende que la relación entre estos elementos no reside en un esquema dogmático y absolutamente preestablecido, sino en una respuesta propia y original para tratar con iniciativa problemáticas determinadas, haciendo uso de presupuestos y recursos de actuación. Además, un acuerdo especial no tiene garantía si no existe voluntad política para cumplirlo, de forma que la problemática tratada y su contexto son un asunto político y el acuerdo mismo resulta ser un instrumento de aplicación política de los propósitos humanitarios consignados. 


En correspondencia con el hecho de que un acuerdo especial o humanitario no deroga, ni aplaza, ni limita ni parcializa el compromiso general de cada una de las partes, equivale a entender que sólo pueden operar como un aspecto político complementario, subsidiario y coadyuvante. En tal sentido, el carácter de los acuerdos no es jurídico sino expresión de una realidad política del conflicto, aunque de ellos puedan derivarse propuestas y acciones que trasciendan a lo jurídico e institucional. 


Por tanto, mal haría el Estado en renunciar a su propia responsabilidad, soberana, autónoma y sustentada en fundamentos constitucionales, en disposiciones legales y en compromisos contraídos con la comunidad internacional, para limitar o condicionar sus obligaciones ante eventuales consensos con los grupos armados que lo confrontan. Su no acogimiento por parte de las autoridades, sin duda, redunda de manera grave en contra de su misma legitimidad y conlleva altos costos políticos y sociales. Y mal haría la guerrilla si desconociera el carácter obligante de estos compromisos y pretendiera condicionarlos a una negociación política con el Estado o al comportamiento de las instancias oficiales, pues produciría profundos efectos negativos que pueden minar el mismo sentido político y el carácter ético de su proyecto. 


Por tanto, la posibilidad de conseguir acuerdos especiales parciales o generales, indefinidos o definitivos, reviste para las partes un efecto paralelo e independiente, pero que facilita el cumplimiento de los compromisos unilaterales en esta materia; de manera que los acuerdos humanitarios -sin afectar esta circunstancia- sí pueden establecer mutuas voluntades y compromisos específicos en favor de garantizar y reforzar el cumplimiento de las obligaciones humanitarias que le son inherentes. Bajo este concepto, las posibilidades de los acuerdos pueden ser amplias y diversas en el caso colombiano. Dado el alto nivel de infracciones cometidas en el conflicto, pueden ayudar a obtener mejoramientos graduales, ojalá en la perspectiva de soluciones definitivas. 





EVENTUALIDAD DE LOS ACUERDOS HUMANITARIOS 





La regularización es una obligación ineludible en tanto que la suscripción de acuerdos humanitarios es sólo un elemento eventual, complementario, no siempre necesario y a discreción de las partes enfrentadas. Por tanto, es claro que la regulación o humanización de la guerra no se condiciona, ni se limita, ni se supedita a la suscripción de los acuerdos especiales entre las partes. Se trata de un proceso que en todo caso se persigue y que no se circunscribe a la existencia circunstancial de uno o de varios acuerdos al respecto. Ojalá las partes asumieran con responsabilidad los compromisos y resultara innecesario recurrir a este y a otros medios para lograrlo. 


Considerando nuestra experiencia, la humanización puede contar con otras iniciativas no necesariamente expresadas en los acuerdos especiales. Así por ejemplo, las declaraciones unilaterales de acatamiento, los compromisos acordados con entidades neutrales e mediadoras, los acuerdos indirectos o los acuerdos cruzados[8], precisamente porque no se consiguen bilateralmente pero expresan compromisos coincidentes de las partes ante terceros o frente a la opinión pública. En igual sentido actúan los compromisos conseguidos a través de las acciones de difusión, asesoría, acompañamiento y tratamiento de casos que el CICR, la Cruz Roja y otros entes humanitarios adelantan con los actores militares, sin revestir publicidad. 


En situaciones particulares se conciertan compromisos, expresos o tácitos, entre grupos armados de diverso carácter sobre comportamientos humanitarios, sean afines o contrincantes. Pactos de respeto, convivencia y exigencia de condiciones dignas de reclusión entre los presos de la insurgencia y de la contrainsurgencia, pues aunque no se trata de combatientes, la experiencia abona positivamente en el propósito indicado. También encontramos la realización de múltiples gestiones, conversaciones, compromisos e incluso acuerdos formalizados entre los actores armados y entes de derechos humanos, sean privados, estatales, internacionales o intergubernamentales. Y compromisos verbales o en ocasiones escritos o derivando pronunciamientos de los actores armados, ante las exigencias presentadas en temas humanitarios por comunidades afectadas, organizaciones o diversas expresiones sociales y políticas, autoridades locales, regionales e incluso nacionales. 


Como suele afirmarse, los pactos entre particulares no tienen importancia jurídica al nivel comentado, ni se pueden considerar acuerdos especiales o humanitarios, pero pueden tener gran significación política y ayudar a la regulación del conflicto, demandando límites en el comportamiento a las partes contendientes.[9]


Más aún, en Colombia numerosos procesos sociales, encuentros de paz, movilizaciones de víctimas y de sectores afectados, se han convertido en propugnadores de la humanización y han desempeñado un especial papel en la preparación y el adelanto de diálogos e intercambios diversos, dentro de la perspectiva general del respeto por los derechos de la población, la recuperación de la convivencia ciudadana y la paz. Citemos al respecto un aparte de las conclusiones del Seminario "Derecho Internacional Humanitario y Conflicto Armado en Colombia" realizado en Villa de Leyva en 1995 con importante presencia de organizaciones sociales y de derechos humanos así como de especialistas. 


"Dialogar localmente con todos, para sensibilizar a los actores armados sobre la aplicación del DIH y la urgencia de la paz; conviene multiplicar la experiencia en curso en los municipios, los diálogos de la población civil, de grupos desarmados, con las guerrillas, los paramilitares y los representantes de la fuerza pública. Estos diálogos pueden ser paralelos, parciales, sobre asuntos de respeto a la vida y a los derechos humanos de los habitantes”. 


"Movilizar a la población civil, promover en cada localidad o región demandas mínimas a los actores armados. La movilización ciudadana y su organización deben rechazar los actos violatorios del DIH, esto puede ser clave en el avance hacia la distensión del conflicto”. 


"Incidir en los actores armados y en la política estatal. Esto implica entre otros aspectos, presionar conversaciones directas entre esos actores para acuerdos parciales sobre el DIH, emplazarlos a difundir sus códigos de ética o de respeto a la población civil o a los combatientes en situación de indefensión, promover veedurías ciudadanas sobre esos códigos o para los acuerdos parciales."[10]


EXPERIENCIAS RECIENTES EN COLOMBIA 


Si nos situamos en el caso concreto del conflicto armado colombiano, podemos afirmar que cualquier acuerdo suscrito entre el Estado, a través del Gobierno Nacional, y los movimientos insurgentes, en principio no reside sólo en intereses humanistas, ni menos aún en pretensiones jurídicas, sino que responde a los proyectos y las pretensiones políticas de las partes enfrentadas; por tanto, se inscribiría en la dinámica político militar en curso, y se relacionaría con los efectos de la confrontación, los factores políticos de contexto, la voluntad política de las partes y las propias peculiaridades del proceso de intermediación, diálogos o negociaciones existente. 


De allí que algunas opiniones consideren que en Colombia no se han dado acuerdos especiales o acuerdos humanitarios, quizás porque desconocen el sentido de realidad que conllevan e ignoran el cúmulo de experiencias recientemente sucedidas y en curso, tras el presupuesto ilusorio de acuerdos puramente humanitarios, o con motivaciones sólo o estrictamente jurídicas. Más aún, en la crudeza de la guerra, es innegable reconocer que el origen muy frecuente de estos acuerdos es la reacción en contra de las arbitrariedades cometidas y el interés de solucionar dramáticas y recurrentes infracciones al derecho humanitario. 


Menciones ejemplos: 


Han existido acuerdos para resolver un problema específico de la guerra por vía humanitaria, así sucedió en la toma de la Embajada de la República Dominicana en 1980, como también en la liberación de personal de la fuerza pública capturado en combate por las guerrillas. Se destacan los casos colectivos de Urabá en 1988, Magdalena Medio en 1989, Caquetá en 1997 y en la Zona de Distensión y otras partes del país en 2001. 


Los acuerdos de tregua bilateral de 1984 que consideraron, entre otros temas, compromisos en derechos humanos y prohibiciones del DIH. Dentro de ellos cabe mencionar las prohibiciones al uso del terrorismo, la toma de rehenes y los secuestros, la desaparición forzada y las demandas de investigaciones y de información con respecto a las violaciones por parte de la Procuraduría General de la Nación. 


En las negociaciones de inicios de los años noventa con el M19, el EPL, el PRT, el MAQL y la CRS, al suscribir los acuerdos preliminares o parciales, se incluyeron compromisos humanitarios como la liberación unilateral de rehenes, el respeto a la población civil y su no reclutamiento en las catorce áreas desmilitarizadas por el Estado y ocupadas por campamentos de los frentes guerrilleros, para efectos de las conversaciones y negociaciones de paz[11]. También se pactó el respeto a la inmunidad en todo el territorio nacional de los voceros y negociadores encargados del parlamento entre las partes así como de funcionarios, personas e instituciones que mediaron y prestaron buenos oficios y apoyos; de igual modo, el respeto a la presencia de las misiones humanitarias de la Cruz Roja, el CICR y otras entidades. 


En los pactos de paz definitivos se incluyeron, además, medidas y propuestas, (capítulos en DDHH y DIH), considerando la aprobación por parte del Estado "de los principios y normas del derecho internacional humanitario" en el contexto de la Constituyente, el desarrollo de programas de atención a las víctimas del conflicto, la superación del paramilitarismo, la abolición de los procedimientos secretos en la justicia penal, la aplicación de amnistías y la creación de varias comisiones para el tratamiento de la problemática en derechos humanos.[12]


Durante los últimos años el Estado, los movimientos guerrilleros y hasta los paramilitares han aceptado la misión de intermediación neutral del CICR, la asistencia humanitaria de la Cruz Roja Colombiana así como de otras entidades y personas. En repetidas ocasiones se ha convenido la neutralización y la desmilitarización de ciertas áreas para la liberación de rehenes y la facilitación de misiones humanitarias. Los acuerdos de Viana, Mainz y Rioverde con el ELN, tratan de manera prioritaria el tema de la humanización y, en la agenda que se convino con las FARC, el punto noveno está dedicado a varios tópicos de los acuerdos humanitarios. 


En los últimos años de nuevo prosperaron tan sólo acuerdos específicos para resolver determinada situación humanitaria. En el 2000 se convinieron con el ELN términos para la liberación de los civiles rehenes en cercanías de Cali. En el 2001 fue importante el Acuerdo con las FARC antes mencionado que posibilitó el intercambio de liberaciones entre guerrilleros enfermos y miembros de la fuerza pública y luego en el Acuerdo de San Francisco de la Sombra este movimiento se comprometió a no tomar rehenes en la modalidad conocida por la información de los medios de comunicación como las “pescas milagrosas”. 
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